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NOTAS AL PIE




PRESENTACIÓN


La Asociación Iberoamericana de Regulación (ASIER) presenta a la comunidad académica y profesional el Anuario Iberoamericano de Regulación, Volumen II. Esta vez, por razones obvias, el tema central es “La regulación en los tiempos del COVID-19”. En esta edición han participado autores de países como Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, México y Perú.


ASIER está integrada por un grupo de profesionales de diversos países de Iberoamérica, vinculados a la regulación económica de los sectores estratégicos. Es una entidad plurinacional académica, de tipo asociativo, abierta a todos los interesados en el conocimiento y desarrollo de los mecanismos jurídicos, técnicos y económicos implicados en la regulación, la gestión y el control de los grandes sectores que sostienen la dinámica de vida de los países.


Desde el año 2005, ASIER realiza su Congreso anual, el cual constituye un espacio privilegiado de encuentro y discusión entre organismos reguladores gubernamentales, proveedores de servicios públicos, académicos, jueces, investigadores y profesionales de los principales sectores económicos.


La presente obra, dirigida por el doctor Luis Ferney Moreno, expresidente de ASIER y coordinada por su actual presidente, el Doctor Luis Ortiz, está organizada en dos grandes capítulos:


• Capítulo 1: Regulación durante el COVID-19


• Capítulo 2: Regulación post-COVID-19


A continuación, presentamos el contenido de cada capítulo:


El primer capítulo se ha dividido en cuatro secciones.


La primera versa sobre “Las potestades normativas excepcionales del Estado regulador en el marco del COVID-19.” En esta, por su orden, el doctor Luis Ortiz desarrolla el tema del “ Tratamiento legal de la pandemia en Costa Rica. ¿Estado de excepción o supuesto ordinario de policía sanitaria? Seguidamente, los doctores Vitor Rhein Schirato y Sergio Rhein Schirato nos ilustran sobre el “Poder de Policía em tempos de pandemia: Porporcionalidade nas restricoes impostas ao direito de ir e vir? Uma aborgamem interdisciplinar.” El profesor Eduardo Cordero aporta su interesante estudio titulado “ La regulación en tiempos de pandemia y las medidas de suspensión en el cobro y corte de servicios básicos en Chile.” Y cierra este primer tema el doctor Aldo Milano con “Principio precautorio en tiempos del COVID-19: del manejo anticipativo del riesgo.”


La segunda sección aborda “Las incidencias del COVID-19 y los contratos”. En esta, el doctor Richard Martin Tirado presenta su ensayo “Las partes del contrato de concesión y la participación de los organismos reguladores en los procesos arbitrales.” Por su parte, las profesoras Sandra Ortíz Laverde, María Alexandra Ortíz Cabrera y Paula Sánchez Guzmán escriben en relación con las “Medidas adoptadas en el marco de la declaratoria de emergencia económica, social y ecológica en Colombia y los nuevos escenarios regulatorios en cara a la nueva realidad”.


La “Limitación de actividades y servicios públicos esenciales en el marco del COVID-19” es la siguiente sección del Capítulo I que, por cierto, es la más concurrida del Anuario. La inaugura el doctor Andrés Jácome con su artículo “Ley Orgánica de Apoyo Humanitario y su repercusión sobre la estabilidad regulatoria sectorial. Caso: Impacto en el sector de telecomunicaciones en Ecuador.” El vicepresidente de ASIER, doctor Ezequiel Cassagne le sigue con su contribución sobre “ El rol del Estado en la emergencia ocasionada por el COVID-19.” “Los desafíos del principio de subsidiariedad en el contexto de pandemia del COVID-19” es el título del ensayo que presenta el doctor Erick Cuba Meneses. Seguidamente los doctores Pablo Perrino, expresidente de ASIER y Juan Carlos Sanguinetti desarrollan el tema de “La responsabilidad del Estado por su actuación en el marco de la pandemia de COVID-19.” Continúa el doctor José Andrés Meza Villalobos con el ensayo que lleva por título “Servicios públicos esenciales y Urgencia Administrativa en el marco del COVID-19. El caso de Costa Rica.” La profesora Josefina Cortés, vocal de la Junta Directiva de ASIER, nos ofrece una sugestiva contribución sobre “La industria eléctrica en México: Entre el COVID- 19, la fragilidad institucional y el activismo judicial.” El doctor Juan Mocoroa presenta su trabajo denominado “Respuestas regulatorias al COVID- 19: Novedad del servicio universal en materia de telecomunicaciones en Argentina.” Finalmente, remata esta sección un equipo de juristas ecuatorianos y peruanos conformado por los doctores Rubén Méndez Reátegui, Dayana Madrid Villacís, Edison Tabra Ochoa y Gonzalo Lascano Baéz con un trabajo sobre “Asimetrías informativas y relaciones de consumo: una revisión a partir del análisis económico del Derecho.”


En la cuarta sección del Capítulo I, “Regulación de las nuevas tecnologías ante el COVID-19” el doctor Carlos Lanzas nos presenta ¿Son posibles las audiencias virtuales en el procedimiento administrativo sancionador? El caso costarricense.”


El Capítulo II es un ejercicio de esperanza por finalmente vencer al COVID. Por ello, sus temas giran en torno a la regulación post-COVID. Así, una primera sección trata sobre la muy deseada “La regulación de la recuperación económica, social, ambiental, sanitaria.” Dentro de esta temática el doctor Gustavo Piedrahita nos instruye sobre “La Mediación, como elemento para la recuperación empresarial. El rol de las Cámaras de Comercio en Colombia.” Ponen coto a este tema los profesores Rosa María Díaz López y José Guadalupe Jiménez López que escriben sobre “La Comisión Nacional De Arbitraje Médico (Conamed) y la importancia de los derechos de los médicos ante la contingencia por el COVID-19.”


Cuatro seductores ensayos componen la segunda sección del Capítulo II con el tema “Desafíos de la regulación sectorial en el marco del COVID-19.” El primero de ellos lo aporta el doctor Darío Rincón con “Desafíos regulatorios de la movilidad urbana en Colombia en el post- COVID-19.” Seguidamente, la doctora María Lourdes Echandi presenta su trabajo sobre “Banca central, discrecionalidad y urgencia.” El doctor Miguel Goldfarb, por su parte, desarrolla “Desafíos y riesgos regulatorios en materia de Energías Renovables en la Argentina post-COVID-19.” Pone fin a esta sección, el doctor Carlos Villanueva quien nos enseña sobre “Regulación eléctrica y tecnología. El caos de la red eléctrica inteligente en México.”


Para concluir, la tercera sección se dedica a la “Transformación digital y regulación”, dentro de la cual se incluye el artículo “Transformación digital y regulación para la pospandemia: El caso de las criptomonedas y la armonización entre los reguladores en Brasil” de los doctores William Gallo Aponte y Pedro Vitor Botan Ciceri.


Este volumen II que tiene el lector en sus manos no ha sido fácil de llevar a buen puerto. Una pandemia y muchos avatares relacionados constituyeron obstáculos difíciles de vencer. Sin embargo, es esta obra vivo ejemplo de que, a pesar de los pesares, la regulación, bajo el alero de ASIER, está más viva que nunca.


Luis Ortiz


Luis Ferney Moreno


ASIER




CAPÍTULO I 
REGULACIÓN DURANTE EL COVID-19




1. 
LAS POTESTADES NORMATIVAS EXCEPCIONALES DEL ESTADO REGULADOR EN EL MARCO DEL COVID-19




LUIS A. ORTIZ ZAMORA*


Tratamiento legal de la pandemia en Costa Rica ¿Estado de excepción o supuesto ordinario de policía sanitaria?





RESUMEN


El Estado costarricense ha tratado la pandemia de la COVID-19 bajo parámetros de policía sanitaria ordinaria, principalmente mediante la aplicación de restricciones vehiculares, cierres de establecimientos abiertos al público, cierres de fronteras y emisión de lineamientos. Aunque se ha declarado el estado de emergencia, ni la Asamblea Legislativa ni el Poder Ejecutivo han suspendido los derechos y garantías constitucionales.


PALABRAS CLAVE


Estados de excepción, suspensión de derechos y garantías constitucionales, policía sanitaria, pandemia, COVID-19.


I. INTRODUCCIÓN


La ética de la necesidad justifica, cuando concurren sus factores, la operatividad de un Derecho de necesidad. Ello debe ser así, sin embargo, siempre que se lo ejercite cautelosamente, con respeto a los derechos fundamentales y cuando, de otro modo, no pueda conseguirse la salvación de la sociedad y del Estado (Sagües, 1999, p. 229). Por eso, como con elocuencia lo sostuviera Donoso Cortés ya desde 1839: “El legislador que en tiempos de disturbios y trastornos aspira a gobernar con las leyes comunes es un imbécil, el que aún en tiempos de disturbios y trastornos aspire a gobernar sin ley es temerario” (García Pelayo, 1984, p. 163).


A partir de esta premisa, resulta interesante analizar si el tratamiento legal de la pandemia en Costa Rica se ha realizado bajo parámetros de excepción, o bien, de policía sanitaria ordinaria. Para ello, pasaremos revista a los estados de excepción regulados o no en nuestro ordenamiento jurídico, para luego contraponerlas con las medidas particulares tomadas para la atención de la COVID-19. Ello nos ayudará a descifrar si el Estado costarricense se ha decantado por un estado de excepción o si ha aplicado medidas de policía sanitaria ordinaria. Finalmente, a partir de la conclusión que nos arroje ese análisis, haremos una conclusión crítica para determinar si la conducta de la Administración ha sido legítima o no.


II. LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN


Nuestra Constitución Política (en adelante “COPOL”) contempla cuatro tipos de estados de excepción, a saber: la suspensión de derechos y garantías constitucionales, la autorización para declarar el estado de defensa nacional, la variación de las partidas presupuestarias y el estado de alarma, además de un quinto supuesto, no regulado expresamente, como son los decretos ejecutivos de urgencia.


A. SUSPENSIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES


El artículo 121 inciso 7 de nuestra COPOL establece que le corresponde a la Asamblea Legislativa suspender por votación no menor de los dos tercios de la totalidad de sus miembros en caso de evidente necesidad pública, los derechos y garantías individuales consignados en los artículos 22, 23, 24, 26, 28, 29, 30 y 37. Tales derechos y garantías individuales son, por su orden: libertad tránsito, inviolabilidad del domicilio, derecho a la intimidad, al secreto de las comunicaciones e inviolabilidad de los documentos, derecho de reunión, principio de libertad, libertad de opinión y de prensa, derecho de acceso a la información de carácter público y garantía de privación de la libertad. Esta suspensión puede ser de todos o de algunos de esos derechos y garantías, para la totalidad del territorio o solamente parte, y hasta por un plazo máximo de treinta días.


Ahora bien, en los casos en que la Asamblea Legislativa (en adelante “AL”) se encuentre en receso, el artículo 140 inciso 4 de la COPOL habilita al Poder Ejecutivo (en adelante “PE”) para decretar la suspensión de los mismos derechos y garantías, para lo cual debe dar cuenta inmediatamente a la Asamblea para que esta confirme o no la medida.


B. AUTORIZACIÓN PARA DECLARAR EL ESTADO DE DEFENSA NACIONAL


El artículo 147 inciso 1 de la COPOL determina que, dentro de las atribuciones del Consejo de Gobierno (órgano constitucional formado por el presidente y todos sus ministros) está solicitar a la AL la declaratoria del estado de defensa nacional y la autorización para decretar el reclutamiento militar, organizar el ejército y negociar la paz.


Se trata, dentro del imaginario costarricense, del supuesto más cercano a un estado de sitio, tan comunes y utilizados en América Latina. En efecto, como explica García Pelayo, “el estado de sitio o estado de guerra es una institución jurídica prevista de antemano, cuyo objeto es restablecer la paz pública y, con ella, el imperio de la ley, y se caracteriza por un reforzamiento del Poder Ejecutivo, consistente en atribuir a la autoridad militar, competencias hasta entonces pertenecientes a la civil […]” (García Pelayo, 1984, p. 479). Sin embargo, tomando en consideración que la Sala Constitucional, mediante su Resolución N°2013-09122, reconoció la existencia de la paz, ya no solo como valor constitucional, sino como derecho fundamental, así como también que el ejército fue abolido hace más de setenta años, todo parece indicar que esta disposición constituye, hoy por hoy, un verdadero oxímoron jurídico, sin valor práctico alguno.


C. VARIACIÓN DE LAS PARTIDAS PRESUPUESTARIAS


El artículo 180 de nuestra COPOL establece los principios: democrático, de separación de poderes, legalidad y fuerza restrictiva del presupuesto, así como también del control parlamentario del gasto público. Al tenor de estos principios: i) solo la ley puede autorizar nuevos gastos públicos y solamente se pueden invertir fondos presupuestados y debidamente aprobado por la AL; ii) el presupuesto ordinario y extraordinario constituyen el límite de acción de los Poderes Públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado; y iii) el establecimiento y modificación de una partida presupuestaria siempre está sujeta a control de la AL (Hernández Valle, pp. 593-596).


No obstante, la misma norma establece una excepción que aplica cuando la AL esté en receso. En esos casos, el PE queda facultado para variar el destino de una partida autorizada, o abrir créditos adicionales, pero únicamente para efectos de satisfacer necesidades urgentes o imprevistas en casos de guerra, conmoción interna o calamidad pública.


La doctrina nacional ha considerado que este artículo “es prácticamente inservible hoy día, si se toma literalmente, para atender “emergencias”, pues se limita a permitir al Poder Ejecutivo salirse del Presupuesto Nacional y solo en épocas de receso legislativo, mecanismo que fue prácticamente abandonado para solucionar emergencias […] La atención de emergencias no es un simple problema presupuestario, como con exceso de falta de imaginación fue tratado literalmente por la Constitución” (Murillo Arias, 1995, pp. 116-135).


D. ESTADO DE ALARMA


La jurisprudencia patria, sin embargo, ha interpretado el artículo 180 antes citado de una forma mucho más amplia y flexible y ha entendido que es este el fundamento para que el PE declare el estado de emergencia. Para tales efectos, se ha dictado una Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo que en su artículo 29 autoriza al PE a declarar, vía decreto ejecutivo, el estado de emergencia en cualquier parte del territorio nacional.


Ahora bien, ¿qué potestades exorbitantes le confiere esta ley al PE?


El artículo 34 de la ley en comento las define, al señalar que, bajo estado de emergencia, el PE puede: i) decretar restricciones temporales en el uso de la tierra, con el fin de evitar desastres mayores y facilitar la construcción de obras; ii) tomar las medidas que considere necesarias para permitir la evacuación de personas y bienes; iii) emitir restricciones sobre habitabilidad, tránsito e intercambio de bienes y servicios en la región afectada. En todos estos casos – dice la misma ley - la restricción concreta y temporal de las garantías no podrá exceder el plazo de cinco días naturales pues reitera que corresponde a la Asamblea Legislativa, en forma exclusiva, la suspensión de los derechos fundamentales previstos en el inciso 7) del artículo 121 de la COPOL.


Asimismo, se habilita al PE a expropiar, sin indemnización previa, los bienes, las propiedades o los derechos indispensables para cumplir los propósitos de dicha ley, dentro de los términos y las condiciones del artículo 45 de la COPOL y la Ley que regula las expropiaciones, así como también a imponer servidumbres, ocupación, derribo o restricción.


E. LOS DECRETOS ATÍPICOS DE URGENCIA


La COPOL nada dice sobre estos. Ante este vacío surge la duda de si: ¿puede el PE dictar decretos de urgencia con valor de ley a pesar de que la COPOL nada diga al respecto, bajo la premisa de que todo lo no expresamente autorizado está prohibido?; o ¿si puede interpretarse que el principio de legalidad se encuentra integrado no solo por normas expresas sino también por principios no escritos, como el que consagra el estado de necesidad, urgencia o emergencia como fuente del derecho administrativo? (Ortiz Ortiz, 1998, p. 207)


Desde siempre, la más respetada doctrina constitucional y administrativa nacional ha admitido su validez, aún a falta de autorización expresa de la COPOL. En este sentido, Eduardo Ortiz Ortiz sostenía “aceptamos la tesis de la necesidad como fuente del decreto de urgencia, aún contra el texto expreso de la Constitución” (Ortiz Ortiz, 1998, p. 161). Por su parte, Magda Inés Rojas señala que dichos “decretos deben ser ratificados por la Asamblea Legislativa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, inciso 7, en relación con el 140, inciso 4, del Texto Fundamental. Conforme dichos artículos, el Ejecutivo puede tomar las medidas necesarias para salvar el orden público o mantener la seguridad del Estado […]” (Rojas, 1997, p. 436). Rubén Hernández también admite la “posibilidad de que, bajo determinadas circunstancias, el Gobierno se viera obligado a dictar decretos de urgencia para hacerle frente a una situación imprevista y cuya hipótesis no sea ninguna de las reguladas constitucional ni legalmente” (Hernández Valle, 1993, p. 599). Finalmente, de manera más reciente Ernesto Jinesta explica que “El fundamento de estos decretos de urgencia lo encontramos en el principio general de la necesidad que sustituye al de legalidad.” (Jinesta Lobo, 2001, p. 155).


A su vez, como ya hemos adelantado, la Sala Constitucional se ha encargado de darles un espaldarazo, al señalar que “el constituyente al prever la posibilidad del Poder Ejecutivo de actuar en situaciones de necesidad cuando el Parlamento esté en receso, no quiere decir que le haya prohibido tomar la iniciativa en otras circunstancias para afrontar un estado de necesidad, porque se lo haya reservado el Poder Legislativo. En este supuesto, frente a este tipo de situaciones generalizadas resulta indispensable que el poder constituyente lo hubiera proscrito expresamente, para limitar la acción del Poder Ejecutivo únicamente para cuando la Asamblea Legislativa estuviere en receso” (Res. N°2009-0947).


Bajo ese criterio, entonces, se ha derivado del párrafo 3° del artículo 180 de la COPOL el principio de necesidad, entendiéndose que es posible sustituir el principio de legalidad, para crear normas jurídicas frente a situaciones graves y generalizadas que demandan una respuesta inmediata.


Aunado a este criterio, en otra de sus sentencias sobre el particular la Sala Constitucional indicó que “… se ha entendido que existe una autorización implícita para el Poder Ejecutivo de dictar decretos de emergencia, que le permiten ajustar la normatividad vigente a las condiciones excepcionales, como herramienta para combatir los efectos de la emergencia” (Res. N°2005-08675).


Se trata, por tanto, de lo que Schmitt llamó el legislador extraordinario rationae necessitatis, supuesto en el cual la disposición o medida del Estado administrativo suplanta a la ley del Estado legislativo parlamentario (Schmitt, 1971, p. 106), o de lo que Lowenstein denominó el gobierno de crisis, que implica “la sustitución temporal de la técnica que distribuye el poder entre varios detentadores dotados de mutuos controles por la concentración consciente del poder en las manos del detentador gubernamental” (Lowenstein, 1976, p. 285).


III. MEDIDAS TOMADAS POR EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA


Mediante el artículo 1° del Decreto N°42227 del 16 de marzo de 2020, se decretó el estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19. De acuerdo con este Decreto, la declaratoria de emergencia sanitaria comprende toda la actividad administrativa del Estado cuando sea estrictamente necesario para resolver las imperiosas necesidades de las personas y proteger los bienes y servicios, cuando inequívocamente exista el nexo de causalidad entre el hecho provocador del estado de emergencia y los daños provocados en este efecto. Además, se estableció en este Decreto que, de acuerdo con las facultades establecidas en el capítulo segundo, del Libro segundo denominado “De las autoridades de salud, de sus atribuciones y ciertas medidas” de la Ley General de Salud (“LGS”) y con base en la declaratoria de emergencia nacional, el Ministerio de Salud (“MINSA”) podrá proceder con el cierre de todo establecimiento que incumpla con las disposiciones emitidas por dicha institución.


A partir de ello, la estrategia del Gobierno de la República de Costa Rica ha girado sobre cuatro ejes principales: i) la restricción vehicular sanitaria; ii) las medidas migratorias; iii) el cierre de establecimientos que requieren permiso de funcionamiento; y iv) emisión de lineamientos por parte del MINSA.


A. RESTRICCIÓN VEHICULAR SANITARIA


El primer límite impuesto fue la prohibición de circulación vehicular en todo el territorio nacional dentro de horas y días específicos. Para este efecto, el PE encontró sustento en el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial que estipula: “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se establezca reglamentariamente […]”. Pero, además, y precisamente con ocasión de la situación de emergencia, la AL aprobó la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, mediante la cual se reformó la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial y se agregó el artículo 95 bis que señala: “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales se aplicará. […]”. La violación a la restricción vehicular así dispuesta se sancionaba con una multa, rebajo de puntos de la licencia del conductor y el retiro de las placas del vehículo.


Tan pronto la restricción vehicular fue instaurada, varios quejosos presentaron recursos de amparo ante la Sala Constitucional. No obstante, en todos los casos fueron rechazados bajo el razonamiento de que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres prevé la posibilidad de establecer restricciones a la circulación vehicular por razones de interés público (Res. N°2020-006601).


No obstante, recientemente se han verificado dos hechos de mucha relevancia en relación con la restricción vehicular. El primero es que la AL reformó la misma Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres para eliminar el retiro de placas y la rebaja de seis puntos en la licencia a los conductores que irrespeten la restricción vehicular sanitaria, con lo cual el único castigo vigente es una multa. Adicionalmente, mediante auto número 552-2020 de las trece horas cincuenta minutos del tres de noviembre del año dos mil veinte, el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda acogió una medida cautelar presentada por varios alcaldes municipales contra la restricción vehicular y, en consecuencia, ordenó la suspensión de los efectos de los decretos ejecutivos que ordenaban la restricción vehicular. Al momento en que se escribe este artículo, agosto de 2020, sin embargo, la Procuraduría General de la República (abogado del Estado) se apresta a apelar. Veremos, pues, si se mantiene suspendida la restricción o vehicular, o si bien el Tribunal de Apelaciones revierte la medida cautelar.


B. MEDIDAS MIGRATORIAS


Mediante el Decreto Ejecutivo número 42238-MP-S del 17 de marzo de 2020 y con fundamento en el artículo 63 de la Ley General de Migración y Extranjería, se restringió de manera temporal el ingreso al territorio nacional de las personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategorías Turismo y Personal de Medios de Transporte Internacional de Mercancías, contempladas en el artículo 87 incisos 1) y 5) de la Ley General de Migración y Extranjería, sea vía aérea, marítima, terrestre o fluvial, con algunas excepciones.


Asimismo, se estableció que, de conformidad con los artículos 147 y 161 de la LGS, las personas nacionales o las extranjeras exceptuadas de la restricción migratoria que ingresen al país, deben acatar las medidas sanitarias dictadas por el MINSA para la atención de la COVID-19. Para ello, el mismo Decreto antes señalado designa y faculta a los funcionarios de la Dirección General de Migración y Extranjería competentes para que ejerzan control migratorio en los puestos aéreos, marítimos, fluviales y terrestres, para que actúen con carácter de autoridad sanitaria, a efectos de que emitan las órdenes sanitarias correspondiente de aislamiento por el plazo de 14 días naturales, así como las órdenes sanitarias respectivas.


A partir del 1º de noviembre de 2020, sin embargo, el Estado costarricense abrió sus fronteras aéreas y marítimas a todos los países, condicionado al cumplimiento de ciertos requisitos adicionales para la prevención del contagio de la COVID-19, mientras que las fronteras terrestres también se abrieron, pero restringido únicamente a residentes y personas extranjeras que cuenten con una permanencia legal autorizada en el país.


C. CIERRE DE ESTABLECIMIENTOS QUE REQUIEREN PERMISO SANITARIO DE FUNCIONAMIENTO


Este control se ha fundamentado en deberes genéricos desperdigados en varios artículos de la LGS y de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud (“LOMS”) cuyos supuestos de hecho y derecho deben ser complementados por medio de simples resoluciones ministeriales.


De conformidad con ello, se suele utilizar como fundamento legal del cierre de los establecimientos, en primer lugar, los artículos 21 y 50 constitucionales que reconocen los derechos fundamentales a la vida y salud de las personas, considerándose al efecto que se trata de bienes jurídicos de interés público que el Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de toda amenaza o peligro. A la par de ello, se hace acopio del principio de precaución en materia sanitaria, según el cual deben tomarse las medidas preventivas que sean necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los habitantes.


Adicionalmente, se citan una serie de artículos de la LGS y de la LOMS que establecen la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del MINSA. A partir de ello, concluyen las resoluciones ministeriales que se han dictado que, dichas normas consagran la potestad de imperio en materia sanitaria y le confieren la competencia al MINSA “para dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los estados de emergencia sanitarios.” Ello implica –según estas resoluciones– la facultad para obligar a las personas a acatar las disposiciones normativas que emita el MINSA para mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden público en materia sanitaria.


También, se menciona que el artículo 147 de la LGS obliga a toda persona a cumplir con las disposiciones legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y propagación de enfermedades transmisibles, quedando especialmente obligadas a cumplir: las medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica; y las medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según proceda.


Aunado a este canon legal, se utilizan como fundamento los artículos 340 y 341 de la misma LGS que les confieren a las autoridades del MINSA la potestad de dictar resoluciones ordenando medidas de carácter general o particular, así como también ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o daño a la salud de las personas.


Finalmente, se ha venido utilizando como fundamento el artículo 367 de la misma LGS que le confiere al MINSA la potestad de declarar como epidémica sujeta al control sanitario, cualquier zona del territorio nacional, así como también determinar las medidas necesarias y las facultades extraordinarias para extinguir o evitar la propagación de la epidemia.


Y, por supuesto, cierra el cerco normativo el artículo 364 de la LGS, que funciona como el “garrote”, pues prevé como medida especial que las autoridades de salud competentes pueden decretar por propia autoridad la revocatoria definitiva o temporal de la autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una actividad para la cual fue otorgada, con el fin de evitar la aparición de peligros y la agravación o difusión del daño, o la continuación o reincidencia en la perpetración de infracciones legales o reglamentarias que atenten contra la salud de las personas.


De manera tal que, ha sido bajo este entramado de normas con deberes genéricos, que se han estado emitiendo resoluciones ministeriales ordenando el cierre de diversos establecimientos, sea por el tipo de servicios que prestan o bien por su ubicación en las zonas en alerta amarilla o naranja.


D. LINEAMIENTOS DEL MINISTERIO DE SALUD


El cuarto pilar consiste en la emisión por parte del MINSA de lineamientos, que los hay variopintos y con muy diversos alcances y efectos jurídicos. Están, por ejemplo, los “Lineamientos Nacionales para la Vigilancia de la Infección por Coronavirus (COVID-19)”, “Lineamientos para la Población en General”, “Lineamientos para Servicios Públicos Dirigidos a la Población”, “Lineamientos para Servicios Institucionales Dirigidos a la Población” y “Lineamientos para Servicios de Salud de atención a las personas”.


Ahora, lo que interesa resaltar sobre estos “Lineamientos” es su clara vocación normativa, pues evidentemente suscitan nuevos supuestos de prohibición, así como también crean deberes y obligaciones de los particulares, bajo pena de sanción; ergo, son los instrumentos que originan el tipo administrativo y hasta penal merecedor de sanción por su incumplimiento.


En este sentido, de conformidad con el numeral 378 de la LGS, el deber u obligación establecido por los “Lineamientos” equivale a las órdenes o medidas especiales o generales dictadas por las autoridades de salud, cuya omisión en su cumplimiento depara una multa fija de un salario base, siempre que el hecho no constituya delito y que, además, puede servir de motivo para la clausura del establecimiento correspondiente.


Pero, más grave aún, de acuerdo con el artículo 268 del Código Penal (“CP”), tales “Lineamientos” bien podría interpretarse que hacen las veces de “medidas impuestas por las autoridades para impedir la introducción o propagación de una epidemia”, cuya violación constituye el tipo penal del delito allí establecido y penado con prisión de uno a tres años o de cincuenta a doscientos días multa.


Así, por ejemplo, los particulares que no utilicen la mascarilla o careta de conformidad con la obligación establecida por los “Lineamientos Generales sobre el uso de mascarilla y caretas a nivel comunitario en el marco de la alerta por (COVID-19)”; los hoteles que no cumplan con los deberes y obligaciones establecidas en los “Lineamientos específicos para el Sector Turismo ante el Coronavirus (COVID-19)”; las empresas constructoras que incumplan los preceptos de los “Lineamientos generales para el Sector de la Construcción debido a la alerta sanitaria por Coronavirus (COVID-19)”; los gimnasios que omitan cumplir los “Lineamientos para funcionamiento de centros o espacios de acondicionamiento físico para la realización de actividad física sin contacto físico”; o los bancos que se nieguen a cumplir los “Lineamientos generales para establecimientos comerciales y servicios con permiso sanitario de funcionamiento” podrían, todos ellos, no solo ser objeto de la multa establecida en el artículo 378 de la LGS, sino además, en el peor de los casos, ser sancionados con prisión de uno a tres años o de cincuenta a doscientos días multa por la comisión del delito previsto en el numeral 268 del CP. Todo ello, claro está, en adición a la clausura de los establecimientos comerciales correspondientes.


IV. CONCLUSIONES


Durante la etapa de ensayo de nuestra historia constitucional, que va de 1821 a 1871, se dio una particularidad que retrata bien la idiosincrasia costarricense. En ese período de cincuenta años, Costa Rica tuvo diez constituciones. Ello, evidentemente, dice mucho de los costarricenses, “de quienes bien podría hablarse de un “sentimiento de la legalidad”, como un modo de sentir y reaccionar con apego y familiaridad frente a la ley, incorporado a la sicología del pueblo. No es que el costarricense crea siempre justa la ley, sino que cree siempre peor o más injusta la solución opuesta, consistente en la violencia o la arbitrariedad personal” (Ortiz Ortiz, 1976, p. 25).


Pues bien, en el caso particular de la pandemia por la COVID-19, esa idiosincrasia legalista ha jugado un papel preponderante en la forma de manejar el estado de alarma. En efecto, la Administración ha preferido buscar – cual aguja en un pajar – la norma vigente que la habilite para actuar, aunque ello implique estirar los principios de legalidad y reserva de ley a límites absurdos, en lugar de acoger la tesis de los decretos de urgencia atípicos. De esta forma, se ha preferido utilizar un basamento legal etéreo y genérico, que va desde los derechos fundamentales a la vida y la salud, pasando por el principio precautorio, hasta desempolvar añejas normas de la LGS y del CP de cuestionable constitucionalidad, que han quedado como resabio de leyes ya longevas (1973 y 1970 respectivamente).


Este pseudo fundamento legal y constitucional que habilita a quien ejerza el puesto de Ministro de Salud a emitir cuantas resoluciones o lineamientos desee, con órdenes de cierre de cierto tipo de establecimientos e incorporación de nuevos deberes y obligaciones para los particulares, cuya omisión se convierte, de acuerdo con el artículo 378 de la LGS, en falta administrativa, y, presuntamente en delito de conformidad con el numeral 268 del CP resulta, en nuestro criterio, flagrantemente inconstitucional. Y es que, la ecuación jurídica del juego que permite la LGS y el CP consiste en: resolución + lineamiento ministerial = restricción de derechos fundamentales + omisión en el cumplimiento de las resoluciones y/o lineamientos = sanción administrativa y penal, no hace más que limitar grave y ostensiblemente; entre otras: la libertad de empresa, propiedad privada, principio de libertad y autonomía de la voluntad, de manera ubicua, pues si no se acata la orden, que debería tener rango legal, se incurre entonces en falta administrativa y delito penal. Ha bastado así, con amenazar con el garrote de las sanciones y delitos, por faltas artificialmente creadas mediante resoluciones y lineamientos, para lograr que la gente se confine, pues si no hay establecimientos abiertos al público a los cuales concurrir ni se puede circular en vehículos automotores, poco se puede hacer en las calles.


Por ello, como acertadamente dice Santamaría Pastor, si estas resoluciones o lineamientos ministeriales “pueden imponer limitaciones de derechos fundamentales, el resultado es que esta limitación de derechos de todos los ciudadanos puede ser adoptada e impuesta por un único ciudadano/a, algo escasamente concebible en un Estado democrático, por honorable, moderado y respetuoso que este ciudadano sea” (Santamaría Pastor, 2020, pp. 207-239).


Recordemos que ningún ministro, y el de salud no es la excepción, es escogido democráticamente, con lo cual, tampoco tiene responsabilidad política que pueda ser directamente exigida por parte del pueblo. Consecuentemente, haber escogido el camino de las resoluciones y lineamientos ministeriales en lugar de los decretos de urgencia atípicos emitidos por el Poder Ejecutivo en sentido estricto (presidente + ministro), genera una violación clara y evidente al principio de reserva de ley y legalidad, en adición a los principios democrático y de representatividad, puesto que con las normas utilizadas por el Estado como fundamento de su conducta no solo se delega de forma absoluta en el ministro de Salud la emisión de nuevas prohibiciones y consecuentes limitaciones a derechos fundamentales, sino también la determinación y creación discrecional ex novo de los tipos administrativos e incluso penales merecedores de sanción.


Nótese que si se hubiese seguido el camino que demanda nuestro Estado de derecho, no solo se habrían tenido que suspender los derechos y garantías constitucionales con participación de la AL (como aprobación o ratificación) y notificación al secretario de la Organización de Estados Americanos (OEA), sino que, además, los decretos ejecutivos de urgencia habrían tenido que someterse a la misma AL para su ratificación o no. Por ello, es claro que la vía escogida, consistente en estirar el alcance de las normas pensadas para situaciones de normalidad no ha hecho más que generar un fraude a la COPOL. Por ello, no coincidimos con el profesor Baño León cuando concluye que la crisis epidemiológica es un supuesto de policía sanitaria y no de anormalidad constitucional (Baño León, 2020); pues es claro que las leyes ordinarias como la LGS o la LOMS no fueron pensadas ni por tanto aprobadas para atender un fenómeno tan inusual como la pandemia de la COVID-19, que sucede una vez cada cien años.


No dudamos, pues, de las buenas intenciones del Gobierno para sacarnos adelante de la pandemia de la COVID-19, empero, han olvidado que el ordenamiento jurídico es el marco dispuesto por la misma sociedad para que, dentro de su cauce, actúen las autoridades. De ahí que su olvido o torcida aplicación torna ilegítima cualquier actuación del Estado, sin importar el fin perseguido. El camino ha sido el equivocado, corresponde ahora rectificar y enrumbar la nave por el camino del respeto a los principios democráticos y de representatividad, situando la responsabilidad en los órganos constitucionales que corresponden –PE (presidente + ministro) y AL– que sí ostentan legitimación democrática y no solo en el ministro de Salud, tecnócrata muy competente, pero que carece de tal característica.
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RESUMO


O objetivo deste estudo é apresentar breves considerações acerca da possibilidade jurídica de, nos tempos atuais, serem impostas limitações às liberdades individuais para conter os efeitos do alastramento da COVID-19, à luz do Princípio da Proporcionalidade, em uma abordagem interdisciplinar.
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ABSTRACT


The scope this essay is to present some general ideas related to the legal possibility of, in the present moment a world COVID-19 pandemic, imposing limitations to the exercise some fundamental rights in order to contain the effects the pandemic, in the light the Principle Proportionality.
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I. INTRODUÇÃO E PREMISSAS


No ano de 2020, o mundo vem vivendo algo realmente sem precedentes. Pela primeira vez em mais de um século (considerando-se a epidemia de Gripe Espanhola entre 1918 e 1920), vive-se uma pandemia de uma doença altamente contagiosa, potencialmente letal, que se espraia diariamente por quase todos os países do mundo e que tem no ser humano seu principal agente transmissor.


A COVID-19, infecção causada pelo vírus Sars-Cov-21, conhecido pelo novo Coronavírus, vem se alastrando com enorme velocidade e causando enormes estragos para a sociedade contemporânea. Desde a notícia do início das infecções no primeiro epicentro da doença, a Cidade de Wuhan, na China, em janeiro, já há alguns milhões de pessoas infectadas mundo afora e um número imenso de pessoas mortas em diversos países.


Dada a alta contagiosidade da doença em questão, diversos governos estabeleceram restrições, com diferentes graus de intensidade, sobre o direito de circulação de pessoas, ora incentivando, ora determinando, sob pena de sanção, que os indivíduos permanecessem em casa. E essas medidas vêm sendo objeto de intensos debates entre especialistas em medicina, saúde pública, direito e economia.


Neste cenário, iniciou-se uma intensa discussão, sob o prisma do Direito Constitucional e do Direito Administrativo, se é aceitável ou não impedir as pessoas de circular livremente, com a finalidade de conter a disseminação de uma doença potencialmente letal. Ou seja, muito se discute hoje se o Estado detém a capacidade jurídica de impedir por completo a circulação de pessoas, em função da simples possibilidade de contágio de uma doença que não necessariamente produzirá óbitos.


Novamente vem à baila uma discussão secular do Direito Público acerca dos limites e das premissas do conflito entre liberdade e autoridade. É dizer, novamente se discute o quantum das liberdades individuais pode ser limitado pela autoridade do Estado, em nome de benefícios coletivos.


Destarte, o objetivo deste brevíssimo estudo será analisar, sob um enfoque multidisciplinar1, se as medidas de restrição impostas por entes públicos no Brasil mundo afora para a livre circulação das pessoas podem ou não ser admitidas.


Para tanto, analisaremos o direito de ir e vir dos cidadãos, sua natureza no Direito Constitucional, seu conteúdo e as possibilidades hipotéticas de limitação. Na sequência, faremos algumas análises matemáticas sobre a contagiosidade da COVID-19, para identificar, em diversos cenários, se há ou não proporcionalidade nas medidas restritivas de circulação que vêm sendo impostas aos cidadãos brasileiros, variando desde um cenário em que não seja imposta qualquer restrição especial (i.e., adicional àquelas que normalmente vigem) até um cenário de restrição completa (usualmente chamado de lockdown), com base no número de vidas potencialmente perdidas em cada qual.


II. LIBERDADES INDIVIDUAIS E SEUS CONTORNOS


A discussão sobre a extensão e o conteúdo das liberdades individuais está longe de ser uma novidade. Nos contornos atuais, essa discussão tem seu início durante o período que se convencionou denominar iluminismo, quando dois elementos fundamentais apareceram nas discussões da filosofia e da teoria geral do Estado sobre o poder do Estado e sua legitimação: (i) o racionalismo, consistente no afastamento de premissas religiosas de legitimação do Estado; e (ii) a valorização das liberdades individuais em face do poder restritivo do Estado, maximizado no contexto do Estado absolutista.


Para os fins ora perseguidos, não nos deteremos no debate verificado durante o iluminismo, embora pensadores como John Locke, Thomas Hobbes e Jean-Jacques Rousseu tenham sido fundamentais para a edificação das bases que hoje aceitamos no cotejamento da extensão das liberdades individuais diante do poder do Estado.


Ao que nos parece, é mais interessante iniciar a presente reflexão a partir da inauguração do Estado contemporâneo, com a Revolução Francesa deflagrada em 14 de julho de 1789. Isso porque é a partir daí que o exercício do poder do Estado passa a ser limitado e regulado pelo Direito, deixando de ser fruto de escolhas arbitrárias de um líder absolutista.


Procurando sintetizar ao máximo um debate de grande complexidade, a inauguração do Estado contemporâneo trouxe consigo dois elementos fundamentais para a construção do Direito Público e para a inauguração do Direito Administrativo: a tripartição de poderes2 e a submissão do Estado à lei3.


Como é notório, essas modificações são decorrentes da prevalência, naquele momento histórico, do pensamento liberal, que pretendida afirmar ao máximo as liberdades individuais e limitar os poderes intrusivos do Estado. Reflexo disso é a Declaração dos Direitos do Homem e do Cidadão, de 1789, que afirmou direitos básicos do homem e reafirmou a excepcionalidade da intervenção estatal sobre o exercício das liberdades individuais4.


Em um momento inicial, chegou-se até mesmo a se pugnar pela negativa de existência de uma Administração Pública capaz de intervir nas liberdades individuais, cabendo a gestão da coisa pública a uma coletividade formada pelo conjunto de cidadãos de cada localidade5. Sendo esse modelo impossível, houve a consolidação do Poder Executivo (principalmente por obra de Napoleão Bonaparte), mas com a consolidação de que atividades interventivas do Estado nas liberdades individuais deveriam ser excepcionais, destinadas apenas à garantia de vida liberdade e propriedade6.


Com o passar do tempo no século XIX, passou-se a entender que uma atividade interventiva nas liberdades individuais era essencial para garantir a vida em coletividade. Elementos como o bem comum, o interesse geral ou o interesse público aparecem como fundamento da imposição de liberdades individuais, a fim de se garantir a funcionalidade da coletividade7.


Esse movimento, contudo, não abrandou o pensamento liberal. Pelo contrário, era diretamente vinculado a ele. Analisando-se as obras dos principais publicistas da virada do século XIX para o século XX, vê-se claramente uma preocupação muito grande em se estudar e afirmar a autoridade, a fim de se garantir a liberdade. É dizer, o objeto primário de estudo dos publicistas era estabelecer quadrantes e limites para a autoridade, a fim de assegurar a regra da liberdade.


Nesse momento é assinalada de forma mais clara a posição díspar entre Estado e cidadão, pois, nos casos excepcionais de manejo da autoridade, haveria uma supremacia capaz de obrigar unilateralmente os cidadãos, impondo-se a vontade do Estado sobre a vontade individual. Em contrapartida, contudo, essa autoridade verticalizada do Estado ficava condicionada à lei e a um regime especial de Direito Público, que funcionava como uma forma de proteção dos cidadãos, operacionalizada pela jurisdição administrativa8.


Parece-nos importante assentar essas ideias para colocar o pensamento liberal dentro de seu real contexto: o de afirmação dos direitos e liberdades individuais (em contraste com o que havia no chamado antigo regime) em contraste à limitação do poder do Estado, sem, contudo, jamais negar o poder do Estado e sua capacidade de limitar as liberdades individuais.


A grande questão que vai se colocar ao longo do tempo é acerca dos critérios e métodos que serão aplicáveis para determinar quando o Estado poderá limitar as liberdades individuais e em qual medida poderá fazê-lo.


A razão para tanto é simples: a fórmula originária do pensamento liberal de determinar em lei os casos e os limites da intrusão estatal nas liberdades individuais perdem sua possibilidade para o caso concreto, na exata medida em que cresce a complexidade da sociedade regulada pelo Estado.


Explicamo-nos. No pensamento oitocentista, o campo de regulação estatal era consideravelmente reduzido. Exatamente por conta da prevalência do pensamento liberal, o Estado deveria regular pouco e de forma muito controlada. Nesse contexto, a lei era instrumento adequado para prever os instrumentos de regulação e para determinar sua intensidade.


Na exata medida em que a sociedade vai se tornando mais complexa e mais plural, os campos de conflito aumentam e, portanto, a capacidade do legislador de disciplinar in abstracto e antecipadamente todas as formas de regulação e suas respectivas intensidades esvai-se9.


Um elemento fundamental na demonstração do aumento dessa complexidade é o centralismo dos direitos fundamentais inaugurado com a Lei Fundamental Alemã, de 1949.


Como é notório, a Constituição Alemã trouxe grande inovação ao mundo jurídico ao contemplar dois efeitos aos direitos fundamentais: sua aplicação direta, independente de reconhecimento por parte da lei infraconstitucional, e seu caráter vinculativo sobre os três poderes do Estado (artigo 1º, item 3 da Constituição Alemã). Como resultado, o poder do legislador é pré-vinculado a certos direitos que a ordem jurídica trata como basilares para todas as relações jurídicas, transferindo-se diretamente para o texto constitucional parte significativa da regulação dos direitos e liberdades individuais.


Ocorre, contudo, que os direitos fundamentais têm uma estrutura um tanto quanto peculiar. São normas de caráter principiológico, com grande amplitude. Conforme lições precisas de Virgílio Afonso da Silva, os direitos fundamentais têm suporte fático amplo, ou seja, são normas de grande abrangência, que podem ser aplicadas a situações das mais variadas10.


Como consequência desse suporte fático amplo, os direitos fundamentais têm o que se denomina eficácia prima facie, ou seja, são normas que não têm um conteúdo definível integralmente de forma apriorística. Sabe-se qual o âmbito de proteção do direito, sabe-se o limite interventivo do Estado, mas não se sabe, perfeitamente, a extensão do direito no caso concreto.


Ademais, exatamente por serem diversos e amplos, os direitos fundamentais estão sujeitos a constantes conflitos, ou seja, sendo normas que têm suporte fático amplo, os direitos fundamentais poderão ter conflitos entre si, casos em que poderá ser necessária a restrição a um direito fundamental para a realização de outro, definindo-se suas extensões em cada caso concreto.


Daí extrai-se uma conclusão simplesmente essencial para o deslinde deste estudo: o conteúdo de (quase) nenhum direito fundamental é absoluto e não sujeito a restrições impostas pelo Estado. Bem ao contrário, aliás, por serem normas finalísticas com grande suporte fático, é de sua essência que possa haver restrições nas hipóteses de conflitos com outros direitos da mesma espécie.


É dizer, o fato de os textos constitucionais contemporâneos garantirem um conjunto de direitos fundamentais (dentre os quais o direito à locomoção) não pressupõe que não possa haver restrições impostas pelo Estado. Pelo contrário, o fato de haver diversos direitos fundamentais com suporte fático amplo pressupõe restrições que visem a garantir a máxima extensão de todos esses direitos no caso concreto.


E isso significa um enorme ganho de complexidade no desafio de se encontrar um ponto de equilíbrio entre liberdade e autoridade, em relação ao tradicional pensamento liberal. Se neste a liberdade poderia ser limitada por um ato de índole legislativa, concebido em um ambiente democrático, para garantir a ordem pública, o advento da centralidade dos direitos fundamentais torna a discussão muito mais complexa, eis que há diversos direitos dotados de superioridade dentro do ordenamento jurídico que podem gerar situações de conflito diante de casos concretos não necessariamente previstos de forma exaustiva na lei parlamentar.


Portanto, é necessário que seja encontrado um critério para determinar, diante das circunstâncias de cada caso concreto, como se dará o encontro do ponto máximo de restrição que se pode impor a uma determinada liberdade escorada por um direito fundamental.


Dentre os diversos métodos que podem ser pensados nos mais diferentes sistemas jurídicos, aquele que mais ganhou relevo na criação de um método para a definição da extensão dos direitos fundamentais e que vem sendo mais utilizado é o desenvolvido pela Corte Constitucional Alemã (Bundesverfassungsgericht) no célebre julgado das farmácias de 1958. Trata-se do método de teste calcado no denominado Princípio da Proporcionalidade (Verhältnismässigkeit)11.


Destarte, parece fora de discussão que os direitos fundamentais podem, sim, ser restritos. Contudo, é necessário que a restrição imposta seja aceitável à luz do Princípio da Proporcionalidade, que será o método de arbitramento de conflitos entre direitos fundamentais.


III. O PRINCÍPIO DA PROPORCIONALIDADE


Tendo como superada a ideia de que o direito de locomoção (e aqueles diretamente ligados a ele, como a livre iniciativa em alguns de seus aspectos), por ser um direito fundamental, não pode ser restrito, é necessário entender como funciona o mecanismo adotado para definir a possibilidade e a extensão de sua restrição, a fim de verificar, no caso concreto da pandemia do novo Coronavírus, se as restrições estatais são legítimas ou não.


Como já mencionado, o processo de constitucionalização do Direito, decorrente da criação de normas constitucionais que vinculam diretamente os três poderes do Estado e baseado em normas de caráter principiológico de amplo suporte fático, leva a uma impossibilidade de definição apriorística do conteúdo preciso de cada direito fundamental.


Via de consequência, diante de cada situação concreta poderá ser verificado um conflito entre direitos fundamentais, o qual deverá ser resolvido por meio de instrumentos jurídicos específicos.


Em algumas oportunidades, esses conflitos entre direitos fundamentais são resolvidos por meio de uma lei parlamentar, que impõe uma restrição a um determinado direito fundamental com aplicação genérica e abstrata, para a garantia de outro (por exemplo, é o caso das normas de trânsito, que impõem certas limitações ao direito de ir e vir em veículos para garantia da vida e da incolumidade das pessoas). Em outros casos, esses conflitos decorrem de situações concretas não previstas por lei parlamentar (ou, ainda que previstas, têm sua solução atribuída à Administração Pública diante das circunstâncias do caso concreto) e, portanto, devem ser objeto de decisões específicas da Administração Pública.


A decisão pública restritiva de um direito fundamental (seja ela legislativa ou administrativa) deve ser tomada a partir de um sopesamento, que leve em conta, diante das circunstâncias do caso concreto, o âmbito de proteção de cada direito fundamental, seu conteúdo essencial e as circunstâncias do caso concreto que determinarão o conteúdo real de um direito fundamental12.


E é aí que aparece o Princípio de Proporcionalidade13, eis que será ele o instrumento jurídico a ser utilizado para verificar tanto se a decisão tomada pelo legislador parlamentar quanto pela Administração Pública (i.e., ato administrativo) promove uma restrição aceitável aos direitos fundamentais. É dizer, sempre que houver um conflito entre direitos fundamentais e uma decisão pública que realize um sopesamento impondo limitações recíprocas aos direitos em conflito ou impondo uma restrição a um em benefício de outro, será necessário um teste à luz do Princípio da Proporcionalidade.


Conforme já ressaltado, o Princípio da Proporcionalidade foi desenvolvido e é largamente utilizado pelo Tribunal Constitucional Alemão. Contudo, desde 1958 vem sendo com importância crescente também adotado em diversos outros países, dentre os quais o Brasil14.


Segundo a concepção germânica do Princípio da Proporcionalidade, expressa inicialmente no já mencionado julgado das farmácias de 1958, houve a determinação da obrigatoriedade da análise de uma restrição imposta a um direito fundamental a um controle de 3 etapas (a chamada Drei-Stufen-Teorie)15. Essas etapas consistem na verificação de (i) adequação, (ii) necessidade e (iii) proporcionalidade em sentido estrito. Além disso, evidentemente, há que se verificar a legitimidade da finalidade buscada pelo Estado ao se impor uma restrição a um direito fundamental16.


O primeiro elemento a ser analisado é a legitimidade da finalidade buscada pelo Estado (seja o Estado legislador, seja o Estado administrador), dado que é essencial para a aceitabilidade ou não da ação estatal17. Trata-se da demanda de se perquirir se o Estado, com a medida editada, busca a realização de uma finalidade legítima ou atua com desvio de finalidade, ou seja, uma finalidade ilegítima. Como ocorre com qualquer caso de desvio de finalidade, há que ser comprovado manejo da respectiva função para que se alcance outra finalidade que não aquela acolhida pelo Direito. É dizer, o desvio de finalidade não pode ser presumido, há que ser comprovado.


A adequação, a seu turno, refere-se à capacidade da medida tomada de alcançar as finalidades legítimas que a justificaram. Isto é, considera-se adequada a medida quando ela possibilita que a realização da finalidade. Conforme bem anota, Volker Epping, “basta a possibilidade de alcance dos objetivos, não sendo necessária a verificação do equilíbrio entre a medida e esses objetivos”18.


Ademais, a necessidade consiste na demanda de uma medida tão pouco intensiva quanto possível para o alcance do resultado pretendido. É dizer, além da medida ser adequada para o alcance do resultado pretendido, deve ela ser necessária para a intervenção mais suave possível no campo de aplicação de um direito fundamental. Novamente utilizando as lições de Volker Epping, “dentre diversos meios que levem ao mesmo resultado, deve ser escolhido aquele que assegure a menor intensidade de intervenção”19.


Por derradeiro, a proporcionalidade em sentido estrito20 refere-se à obrigatoriedade de correspondência entre a intensidade da medida tomada e a finalidade que se busca. “Quanto mais acentuada a intervenção for, também mais importante deverá ser a finalidade buscada”21. Com isso, proporcional será a intervenção que corresponder, em termos de intensidade, à relevância da finalidade buscada.


Nesses quadrantes, portanto, tem-se uma situação na qual a análise da possibilidade jurídica de se impor restrições ao direito fundamental de livre circulação demanda a análise de sua proporcionalidade, a partir da verificação de legitimidade de finalidade, adequação, necessidade e proporcionalidade em sentido estrito.


IV. A PROPORCIONALIDADE DAS MEDIDAS IMPOSTAS PELA PANDEMIA DE COVID-19


Tendo assentado as bases teóricas para análise do caso concreto, passaremos, neste tópico, a verificar a proporcionalidade das restrições que vêm sendo impostas pelo Poder Público sobre o direito fundamental de livre circulação em função da pandemia da COVID-19.


Inobstante, para que a análise seja mais efetiva, é necessário aqui assentar algumas premissas fáticas que guiarão as considerações que serão apresentadas. São elas:


Em primeiro lugar, será uma premissa objetiva deste trabalho a ideia de que uma inação do Estado não é aceitável e não deve ser uma variável considerada. A razão para tanto decorre de uma ideia muito ventilada de que cerca de 70% da população será infectada independentemente de qualquer ação estatal. Portanto, deveria o Estado abster-se de agir limitando as liberdades individuais, em função da impossibilidade de se evitar um resultado que é certo de qualquer forma.


Essa premissa será rejeitada no presente estudo por uma razão extremamente simples: não se pode considerar, em hipótese alguma, que o Estado permaneça inerte diante de um genocídio. Isso, pois, aceitando-se a possibilidade de o Estado nada fazer, aceitar-se-ia como resultado a morte de milhões de pessoas22, o que é inconcebível à luz do ordenamento jurídico brasileiro.


Em segundo lugar, não será considerada aqui a possibilidade do chamado isolamento vertical, em que apenas a parcela da população que se encontra no grupo de risco mais agudo da COVID-19 seria isolada (i.e., idosos e pessoas portadoras de comorbidades).


Essa possibilidade é rejeitada por duas razões. A primeira decorrente do fato de que não há qualquer fundamento científico que possa lhe respaldar. Ou seja, não há qualquer indício epidemiológico que possa ser utilizado para defender essa técnica de isolamento. E a segunda é decorrente do fato de que, mesmo que se considere possível fazer um isolamento vertical – o que se contesta23-, seu resultado ainda se consubstanciaria em um número elevadíssimo de mortes, que poderia, num cenário extremo, chegar a 1,2 milhões de pessoas24.


Em terceiro lugar, não teceremos qualquer comentário acerca de um alegado conflito entre o direito à vida e a prosperidade econômica. Embora o desenvolvimento econômico seja um direito fundamental (entre outros, artigo 170 da Constituição Federal), não há como se cogitar uma restrição ao direito à vida para garantia de prosperidade econômica. Não há ganho econômico que possa compensar vidas perdidas.


Por fim, em quarto e último lugar – e mais importante de tudo –, aceita-se como premissa o caráter absoluto do direito à vida. Isto é, havendo um conflito entre um direito fundamental e o direito à vida, este não pode ser objeto de restrições, somente sendo cabíveis restrições ao direito que entrar em colisão com o direito à vida25.


Pois bem. Diante dessas premissas é necessário passar a analisar a capacidade do Poder Público de impor limitações ao direito de circulação dos cidadãos, como forma de conter a contaminação da população pela COVID-19.


Para tanto, o ponto de partida é o entendimento acerca de qual da origem do conflito entre o direito de livre circulação e o direito à vida. Ou seja, é necessário assentar como a livre circulação das pessoas pode colocar em risco a vida de diversos cidadãos.


Como vem sendo exaustivamente ventilado, o contágio se dá de forma direta, a partir do contato direto de uma pessoa com a secreção de outra contaminada, de forma indireta, através do contato com objetos contaminados com a secreção de uma pessoa contaminada, ou através do ar, dentro de um raio limitado ao redor de uma pessoa contaminada. Por conseguinte, é razoável assumir que, quanto maior o número de pessoas circulantes, maior será o número de contatos diretos e indiretos e, portanto, de infectados. Dos infectados, aproximadamente 15% precisarão de internação hospitalar, boa parte de cuidados intensivos.


Contudo, a oferta de leitos hospitalares é basicamente inelástica à quantidade de infectados. Ou seja, independentemente da quantidade de pessoas infectadas, a quantidade de leitos permanecerá praticamente a mesma (por uma simplificação será ignorada aqui a capacidade marginal adicional criada pelos hospitais de campanha). E, dada a inelasticidade da oferta mencionada acima, enquanto o número de pessoas que demandam internação hospitalar permanecer abaixo da quantidade de leitos disponíveis, não se tem um problema.


Em sentido contrário, quando o número de infectados que demandam internação hospitalar passa a ser maior do que o número de leitos disponíveis, há um problema. E é precisamente daí que decorre o conflito entre o direito de circulação e o direito à vida: quanto mais as pessoas circulam, maior a taxa de contágio e, pois, maior o número de pessoas que demandará leitos hospitalares. Portanto, a inação governamental no refreamento do contágio coloca a vida das pessoas em risco, pois aumenta consideravelmente a chance de o número de pessoas demandantes de leitos hospitalares ser maior do que o número de leitos disponíveis.


E, a partir do momento em que a quantidade de infectados demandando internação superar a oferta de leitos, há, claramente, um problema, já que todos (e não só os infectados) deixarão de ter atendimento adequado quando recorrerem ao sistema de saúde, inclusive pessoas que procuram atendimento hospitalar por outros problemas (problemas cardíacos, oncológicos, neurológicos, acidentes diversos, entre tantos outros). Isso significa, por evidente, que toda a sociedade será muito prejudicada e não apenas os infectados pelo COVID-19.


A única medida capaz de conter o cenário de esgotamento do atendimento hospitalar é o isolamento social e, na medida em que nos aproximamos de 100% de utilização da utilização de leitos, é natural que as autoridades, em qualquer lugar do mundo, aumentem as medidas de restrição à circulação da população. Tão simples quanto isso, não há outra alternativa, é preciso reduzir a taxa de contágio, diretamente relacionada à circulação de pessoas. Da mesma forma, quanto menor a taxa de transmissão, mais brandas podem ser as medidas de restrição, exatamente como se vê agora nos países que já passaram pela pior fase da primeira onda de infecção.


Há diversos modelos matemáticos utilizados para estimar a disseminação de uma dada doença contagiosa, que podem ser utilizados para provar a argumentação aqui usada para defender o isolamento social. Neste artigo, para efeito de simplificação, utilizamos o modelo SIR (Suceptible, Infectious, Recoverd)26, assumindo número de nascimentos igual ao número de mortes (ou seja, população constante) dado pelo conjunto de equações diferenciais abaixo.
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Onde:
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Portanto:
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Onde:


β =quantidade de contatos entre os indivíduos, multiliplicado pela probablidade de transmissão a cada contato


[image: image]=número de indivíduos infectados


N = tamanho da população


A disseminção da doença é dada por R0, calculado como:
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ou
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e
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K = taxa de crescimento da contaminção para o período τ


 


A aplicação do modelo acima pode ser observada na Figura 1, calculada com base nos dados oficiais divulgados pelo Ministério da Saúde do Brasil disponibilizados até o dia 11 de maio de 2020, sendo o dia zero o dia quando o número oficial de infectados foi igual a 60 pessoas.


FIGURA 1. 
VALORES OBSERVADOS E PREVISTOS DE INFECÇÃO PELO MODELO GERADO
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É importante ressaltar que os números apresentados abaixo representam somente uma aproximação, já que há uma notória subnotificação do número oficial de infectados, e mesmo do número de mortes. Alguns estudos estimam que o número real de infectados seja muitas vezes superior ao número oficial, o que, novamente, faz com que o R0 aqui calculado seja uma mera estimativa. Com relação aos óbitos, uma simples comparação entre os casos de mortes por insuficiência respiratória aguda e pneumonia registrados no período entre março e maio de 2019 com o mesmo período de 2020 resulta em um adicional de aproximadamente 10.000 registros de óbitos por essas causas em 202027, sendo razoavel imaginar que uma parte deste acréscimo seja devido à infecção pelo COVID-19.


Vale lembrar que diversas medidas de restrição à circulação de pessoas foram implementas no País a partir da segunda quinzena do mês de março, o que provavelmente explica a diferença entre os valores previstos e observados. Como se pode ver na Figura 2, a taxa de disseminação R0 é hoje no Brasil muito inferior à medida mundial (1.22 contra até 3.5)28.


FIGURA 2. 
VALORES OBSERVADOS E PREVISTOS DE INFECÇÃO PARA VALORES R0 1.22 E 2.5, RESPECTIVAMENTE
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Para uma mortalidade aproximada de 4,5%, calculada com base nos dados oficiais, teríamos pouco mais de 198.000 mortes no período. Ou seja, é inquestionável que centenas de milhares de vidas foram salvas pelas medidas de distanciamento implementadas até o momento. A diferença entre as mortes estimadas e as mortes observadas podem ser observadas na Figura 3.


FIGURA 3. 
VALORES OBSERVADOS E PREVISTOS DE MORTES PARA VALORES R0 1.22 E 2.5, RESPECTIVAMENTE
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À luz dessas informações, é necessário perquirir a proporcionalidade das medidas restritivas impostas pelo Estado nos dias atuais, considerando-se a análise dos três níveis tratados no tópico precedente deste estudo.


O ponto de partida é um conflito muito simples entre dois direitos fundamentais: mantendo-se inalterada a extensão da fruição do direito de locomoção, haverá uma disseminação descontrolada da COVID-19, como resultado do contato direto ou indireto entre os seres humanos, ponderados pela probabilidade de contágio a cada contato (β). Portanto, de duas uma: ou se restringe o direito de locomoção, ou se restringe o direito à vida. Os números expostos acima são muito claros quanto a isso.


Contudo, como já mencionado, o direito à vida possui caráter absoluto, não admitindo restrições. Não há meia vida ou partes de uma vida. O âmbito de proteção do direito à vida é idêntico ao seu conteúdo essencial, de tal sorte que não se pode, em sede de sopesamento, limitá-lo.


Diante dessa constatação, tem-se o primeiro ponto assentado: é legítima a finalidade da restrição estatal imposta ao direito de livre circulação, eis que a completa e desenfreada circulação ameaça a vida e esta não pode sofrer restrições.


Na mesma esteira, tem-se clara a adequação da medida. Novamente recorrendo-se aos demonstrativos matemáticos acima postos, tem-se evidente que restringir a circulação das pessoas é um meio adequado para se garantir o direito à vida. Ou seja, restringir a circulação de pessoas é um meio capaz de proteger o direito à vida.


A maior controvérsia, contudo, poderia residir nas análises da necessidade e da proporcionalidade em sentido estrito.


No que se refere à necessidade, é necessário, em primeiro lugar, analisar se há outras medidas estatais que possam levar ao mesmo resultado com intensidade igual ou menor de intervenção em um direito fundamental29. Ao que nos parece, baseado em todos os estudos científicos já produzidos, não há outra ação estatal que possa garantir a proteção da vida contra os avanços e os efeitos da COVID-19 com intensidade interventiva tão baixa. Apenas se poderia imaginar a existência de medidas interventivas mais intensas, como a prisão domiciliar, a lacração da porta de residências e outras que podem ser imaginadas.


Destarte, por mais que ideias como o isolamento vertical (impossível por definição) e outras intervenções mais leves possam ser consideradas do ponto de vista meramente especulativo, a única medida com eficácia comprovada capaz de proteger o direito à vida com intervenção menos intensa é a limitação da capacidade de circulação.


Por fim, o ponto de maior controvérsia consiste na análise da proporcionalidade em sentido estrito, eis que deverá ser comprovada que a intensidade da intervenção em um direito fundamental é correspondente aos efeitos produzidos.


Dizemos que esse é o ponto mais controverso porque os efeitos das medidas restritivas à circulação, que induzem ao distanciamento social, produzem efeitos muito significativos, com especial destaque para a desaceleração da atividade econômica, a qual, a seu turno, leva a perdas generalizadas por toda a sociedade.


Em tese, poder-se-ia argumentar que as perdas geradas com a desaceleração econômica (que estão longe de ser desprezíveis) não justificam as limitações colocadas ao direito de livre circulação, eis que poderiam produzir efeitos piores do que o adoecimento em massa da população por contaminação pela COVID-19.


Contudo, após analisar-se a figura 3 deste tópico, é mais do que evidente a falsidade de um raciocínio desse jaez. Deixar de restringir o direito de livre circulação de pessoas levaria a uma quantidade de mortes completamente certa e descontrolada, em contrapartida de uma suposta preservação da condição digna de vida da população que poderia manter algum nível de remuneração de atividade econômica30.


Ademais, aceitar esse raciocínio é juridicamente absurdo, pois seria admitir que o direito à vida possa ser sopesado. Ou seja, cogitar que as restrições impostas não correspondem à gravidade dos efeitos produzidos implica restringir, por sopesamento, o direito à vida para a garantia de outro direito fundamental, o que é completamente inadmissível à luz do disposto no artigo 1º da Constituição Federal.


Portanto, ao que nos parece, a restrição do direito fundamental de livre circulação para reduzir o contágio pela COVID-19 parece ser uma ação plenamente proporcional, independentemente da gravosidade do resultado obtido, eis que o direito fundamental teoricamente colidente não admite restrição.


O que se coloca em discussão, segundo nosso sentir, é a intensidade da restrição imposta ao direito de livre circulação. Como já mencionado, é proporcional restringir a liberdade de circulação das pessoas. Contudo, a forma como se dá essa restrição pode apresentar intensidades muito distintas.


O cenário visto na maior parte do Brasil, na atualidade, é de restrições com baixa intensidade. Há a determinação de fechamento de parte do comércio e apenas a recomendação a que as pessoas se mantenham em suas residências. Não há sanções e não há o impedimento jurídico à circulação.


Como resultado, na maior parte do território, não se logrou encontrar um isolamento completo dos cidadãos. O nível de isolamento verificado no Brasil ainda se encontra abaixo daquele encontradiço em outros países, que adotaram medidas mais intensas de restrição ao direito de circulação, como, por exemplo, a previsão de sanções e o controle intenso de agentes de segurança que impedem proíbem a circulação.


Nesse sentido, analisando-se as premissas matemáticas ora adotadas, é evidente que, quanto menos circulam as pessoas, menos se propaga a COVID-19. Por conseguinte, é possível que sejam adotadas medidas mais intensas de restrição ao direito de livre e, ainda assim, seja preservada a proporcionalidade em sentido estrito.


A única variável que pode afastar a proporcionalidade em sentido estrito no caso da adoção de medidas mais gravosas consiste na existência de oferta de leitos hospitalares, pois, havendo leitos disponíveis estará, em tese, garantido o direito à vida, rompendo-se a situação de conflito entre direitos fundamentais originalmente configurada.


Na exata medida em que o sistema de saúde esteja pressionado e a quantidade de indivíduos aumente, cresce a proporcionalidade da adoção de medidas restritivas mais intensas. Negá-lo é combater uma informação estritamente objetiva e independente de juízo de valores.


V. CONCLUSÃO


O objetivo desse estudo é analisar, juridicamente, se é possível impor restrições ao direito fundamental de livre circulação dos cidadãos na situação pandêmica que atualmente vivemos, à luz de conhecimentos matemáticos que explicitam os riscos à vida inerentes à discussão posta.


Ao que nos parece, invocar o direito de liberdade para se insurgir contra as restrições existentes é não apenas desatualizado, como completamente incorreto. Desde a afirmação máxima do liberalismo com a Revolução Francesa, foi afirmado o caráter mais alto do direito à vida, como se depreende do artigo 1º da Declaração Universal dos Direito do Homem e do Cidadão de 1789.


A sociedade evoluiu para construir mecanismos jurídicos que estabeleçam, licitamente, limites ao exercício de certas liberdades fundamentais, sedimentando que nenhum direito é absoluto, exceto o direito à vida.


Nessa esteira, dentre os diversos mecanismos entabulados ao longo do tempo, o Postulado (ou Princípio) da Proporcionalidade parece o mais apropriado. E, analisando-se a imposição de restrições ao direito de livre circulação nas atuais circunstâncias, parece-nos haver clara proporcionalidade, em todas as suas dimensões: adequação, necessidade e proporcionalidade em sentido estrito.


Enfim, quanto mais negarmos a realidade e postergarmos (ou criticarmos) as medidas de isolamento, mais tempo demoraremos para reduzir a taxa de infecção, e por mais tempo sofreremos as consequências do colapso iminente do nosso sistema de saúde.
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RESUMEN


Este trabajo tiene por objeto analizar la discusión que se ha presentado en Chile respecto de las iniciativas para establecer un régimen de suspensión de cobro y suspensión de servicios básicos (electricidad, agua, gas y telecomunicaciones), durante el período de pandemia y la forma en que se ha implementado, ya sea con acuerdo con las empresas del sector o mediante una imposición legislativa, dando lugar a un debate sobre los problemas de una eventual expropiación regulatoria.


PALABRAS CLAVE


Pandemia – servicios básicos – expropiación regulatoria


1. INTRODUCCIÓN


La emergencia producto de la pandemia desencadenada por el COVID-19, ha obligado a todos los Estados del mundo a adoptar diversas medidas, destinadas a hacer frente a un fenómeno que no se limita solo al ámbito sanitario, pues también ha repercutido en la economía de todos los países, los efectos sociales que aquello tiene aparejado y, como es natural, el problema de las libertades públicas y los derechos de los ciudadanos en época de emergencia.


En tal sentido, tempranamente los países europeos como Italia1, España2 y Francia3, aplicaron exenciones y prórrogas en el plazo del pago de las deudas de servicios básicos a sus habitantes, como parte de diversas medidas para disminuir la crisis económica que generó desde el inicio la pandemia y, consideraron la necesidad de reducir la movilidad y establecer incentivos para que las personas se quedaran en sus hogares. A su vez, también las propias empresas de servicios adoptaron medidas en el mismo sentido, incluso antes de que se adoptaran medidas por parte de los gobiernos4.


Por su parte, en Sudamérica, países como Argentina resolvieron suspender la facultad que tienen las empresas concesionarias de servicios públicos de cortar la prestación5, mientras que Perú optó por facilitar el pago de estos servicios6 y Bolivia acudió al diferimiento de pagos de créditos y reducción del pago de servicios básicos7, por mencionar algunos casos


El caso chileno no es la excepción. Al inicio de la pandemia el Gobierno optó por conversar con las empresas del sector para llegar a un acuerdo enfocado a suspender el cobro y el corte de servicios considerados básicos (electricidad, agua, gas y telecomunicaciones), presentando un plan en dicha línea. Sin embargo, aquello se vio enfrentado con la iniciativa presentada por diversos parlamentarios que consideraba medidas más estrictas y con una duración mayor en el tiempo, dando lugar a una discusión respecto de la constitucionalidad de esta regulación y sus efectos desde la perspectiva de la expropiación regulatoria. Por tal razón, el objeto de este trabajo es analizar los principales problemas que ha planteado esta regulación y la forma en que se llegó a una solución legislativa en la materia.


2. LAS MEDIDAS GUBERNAMENTALES Y LEGISLATIVA FRENTE A LA PANDEMIA


En el inicio de la pandemia, en Chile se realizó un trabajo coordinado de los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones, Energía y Obras Públicas, logrando acuerdos con las compañías prestadoras de servicios del sector para poner en marcha un plan de contingencias que ayudaría a la población en el pago de sus cuentas básicas durante el estado de catástrofe generado por el coronavirus8. Estos programas fueron publicados y ejecutados directamente por cada una de las empresas, coordinadas por las asociaciones que las agrupaban.


Para tal efecto, se hizo una separación entre los sectores eléctricos, telecomunicaciones y sanitario (agua potable y alcantarillado)9. En los dos primeros casos se establecía una suspensión en el corte de los servicios por atrasos en el pago de cuentas y una postergación de la misma por un período de 12 meses, a partir del fin del estado de catástrofe, sin multas ni intereses. En el caso de las telecomunicaciones, se consideraba un plan solidario de conectividad de forma totalmente gratuita para navegar por Internet, usar redes sociales, contestar correos y acceder a sitios oficiales.


Sin embargo, en paralelo el Congreso Nacional comenzó la tramitación de diversas iniciativas parlamentarias que incidían sobre la misma materia, pero estableciendo un régimen más estricto, especialmente en la duración de la medida y la forma en que se debía realizar los pagos pendientes, así como los alcances de los planes solidarios de conectividad10. En este caso, nuestro análisis se centrará en los problemas de constitucionalidad que se plantearon con la presentación de estos proyectos.


3. ASPECTOS SOBRE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS DISPOSICIONES DEL PROYECTO


Sin perjuicio de la urgente necesidad de estas medidas, lo cierto es que la regulación contenida en estas iniciativas legal abrió la discusión respecto de eventuales vicios de constitucionalidad que le podrían afectar, tanto de forma y de fondo.


En este caso, la Constitución de Chile dispone que los órganos del Estado –incluido el Congreso Nacional- deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella (artículo 6º inciso 1º). Por lo demás, los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley. Por tal razón, se dispone que ninguna pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes (artículo 7º). Por tal razón, nos enfrentamos a un problema no menor, que coloca en conflicto la necesidad de adoptar medidas oportunas y las exigencias que plantea el ordenamiento constitucional, especialmente respecto de quién es la autoridad competente para adoptarlas.


Ahora bien, estas inconstitucionalidades consistían en vicios de forma y vicios de fondo en los proyectos presentados. A continuación haremos su análisis de los mismos.


4. LOS VICIOS DE FORMA DE LOS PROYECTOS: LA RESERVA DE COMPETENCIA Y EL PROCEDIMIENTO DE APROBACIÓN DE DETERMINADAS MATERIAS


Desde el punto de vista “forma”, estas iniciativas plantearon una seria discusión respecto de las competencias del parlamento frente a las atribuciones del presidente de la República en un estado de excepción constitucional (a). También, al tratarse de medidas legislativas, la Constitución consideraba un quorum especial en los casos que se tratase de un estado de excepción y que no se estaba cumpliendo (b). A continuación analizaremos cada uno de estos puntos.


a) LOS PROYECTOS DE LOS PARLAMENTARIOS INVADIRÍAN LAS COMPETENCIAS DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN UN ESTADO DE EXCEPCIÓN CONSTITUCIONAL


Conforme al artículo 39 de la Constitución de Chile, el ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución asegura a todas las personas que solo puede ser afectado bajo las siguientes situaciones de excepción: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública, cuando impacten gravemente el normal desenvolvimiento de las instituciones del Estado.


A su vez, en el caso de emergencia y calamidad pública, se establece el estado de catástrofe. En este caso, el artículo 43 inciso 3º de la Constitución dispone las atribuciones que dicha declaración le otorgan al jefe de Estado: “Por la declaración del estado de catástrofe, el Presidente de la República podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión. Podrá, asimismo, disponer requisiciones de bienes, establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad y adoptar todas las medidas extraordinarias de carácter administrativo que sean necesarias para el pronto restablecimiento de la normalidad en la zona afectada”.


En este caso, el presidente de la República declaró el estado de excepción constitucional de catástrofe, por calamidad pública, en todo el territorio de Chile, con fecha del 18 de marzo de 2020, por la pandemia derivada del COVID-1911, siendo prorrogada el 16 de junio12, 10 de septiembre13, 9 de diciembre14, todos del 2020, y el 11 de marzo del 202115, habiendo adoptado varias de las medidas previstas en la carta fundamental.


Ahora bien, si uno analizaba con detenimiento las medidas que se pueden adoptar dentro de este estado de excepción; entonces, es posible señalar lo siguiente:


a) Son medidas que la Constitución entrega de forma exclusiva del presidente de la República, no siendo posible que otra autoridad o magistratura se pudiera atribuir su ejercicio;


b) Son medidas taxativas, en la medida que solo se puedan adoptar aquellas que expresamente dispone la Constitución;


c) Son de carácter discrecional, pues atendidas las circunstancias, solo corresponde al jefe de Estado determinar el mérito, oportunidad o conveniencia para su adopción, como ocurre, vgr. con las requisiciones de determinados bienes o la adopción de toque de queda para la población, y


d) Por último, son temporales, pues su duración está sujeta a la vigencia del estado de excepción.


Ahora bien, en este caso los proyectos presentados por los parlamentarios establecían de forma imperativa la suspensión de los cortes y cobros de los servicios básicos de forma imperativa; es decir, se imponian limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad de las empresas proveedoras de estos servicios básicos y se contenían normas por las cuales se establece una suerte de requisición, como es la privación del derecho de poder cobrar de forma oportuna por los servicios prestados. En efecto, la prohibición en el corte de los servicios, la prestación de un servicio gratuito (plan de conectividad solidario), el cambio de las condiciones en que se deben pagar las tarifas a las empresas y el hecho de que los costos de estas medidas no puedan ser traspasados, constituyen medidas que podían ser consideradas una requisición o privativas del dominio.


La carta fundamental de Chile asegura a todas las personas el derecho de propiedad sobre toda clase de bienes, corporales e incorporales (artículo 19 Nº 24). A su vez, el Tribunal Constitucional ha sostenido que la Constitución es clara al establecer el derecho de propiedad sobre toda clase de bienes, incluido los incorporales. Así, hay propiedad sobre el crédito emanado de un contrato y también, desde el punto de vista del deudor, a la cuantía del precio -bien incorporal que consiste en no pagar más de lo pactado-16.


Por lo tanto, resultaba muy discutible que el legislador chileno pudiera adoptar de forma directa medidas de requisiciones de bienes y de limitaciones al derecho de propiedad en un estado de catástrofe constitucional, por cuanto son facultades que el artículo 43 de la carta fundamental reserva al presidente de la República. De esta forma, con estos proyectos de iniciativa parlamentaria se estaban afectando y condicionando las medidas que el jefe de Estado podía adoptar, quedando a su criterio la valoración del mérito, oportunidad o conveniencia de las mismas.


b) LA REGULACIÓN DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN CONSTITUCIONAL ES MATERIA DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL


Una vez establecidos los tipos de estados de excepción constitucional, el procedimiento para su declaración y las facultades que se entregan al jefe de Estado, la Constitución dispone que: “Una ley orgánica constitucional regulará los estados de excepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y administrativas que procediera adoptar bajo aquéllos. Dicha ley contemplará lo estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de la normalidad constitucional y no podrá afectar las competencias y el funcionamiento de los órganos constitucionales ni los derechos e inmunidades de sus respectivos titulares” (artículo 44º).


Ahora bien, conforme al artículo 66 de la carta fundamental las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter de ley orgánica constitucional requerirán, para su aprobación, modificación o derogación, de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio. Mas aún, conforme al artículo 93 Nº 1, antes de su promulgación están sujetas a un control obligatorio de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional.


Si uno revisa las diversas disposiciones de los proyectos, las medidas que se proponían tienen lugar bajo la declaración de un estado de excepción constitucional. Por tal razón, estarían regulando materias de Ley Orgánica Constitucional (artículos 44, 63 Nº 2, 66 y 93 Nº 1 de la Constitución), iniciativa que no puede ser tramitada ni aprobada como una ley simple, pues requiere ser aprobada siguiendo un procedimiento y quorum más elevado; esto es, cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio y el control previo obligatorio del Tribunal Constitucional.


Este es un punto muy relevante, pues se trata de la regulación de limitaciones y restricciones que se pueden adoptar en un estado de excepcional constitucional. Por tal razón, la Constitución establece de forma estricta cuáles son estos estados de excepción, qué medidas se pueden adoptar y quién es la autoridad competente para adoptarla. A su vez, todo lo que dice relación con el desarrollo o complemento de dichas disposiciones no queda entregado ni a una ley común de un reglamento, dada la importancia de su contenido. Se exige que sea una ley de un quorum más elevado y sujeta a un procedimiento más riguroso en la regulación de dichos aspectos.


En la actualidad esta materia se encuentra contenida en la Ley Nº 18.415, Orgánica Constitucional de los Estados de Excepción, del 14 de junio de 1985. Por tal razón, cualquier otra medida restrictiva de derechos constitucionales en el marco de un estado de excepción, solo se puede adoptar modificando dicha ley o a través de un cuerpo normativo que regule la materia dentro del marco constitucional, siguiendo los mismos quorum y procedimientos. Sin embargo, los proyectos presentados solo fueron aprobados como una ley simple u ordinaria.


5. VICIOS DE FONDO DEL PROYECTO: EL PROBLEMA DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES Y LA REGULACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS


Otro aspecto que, han planteado las medidas propuestas en sede parlamentaria, dice la relación con temas de fondos en la regulación de las actividades económicas, particularmente respecto determinados derechos constitucionales y, sobre todo, en relación con la proporcionalidad de la carga pública que se estaba imponiendo, como lo analizaremos a continuación.


a) REQUISICIÓN DE BIENES Y LIMITACIONES AL DOMINIO SIN DERECHO A INDEMNIZACIÓN


Tal como se han indicado, estas iniciativas comprendían diversas disposiciones que establecen medidas de requisición de bienes y limitaciones al dominio, especialmente en lo referente a la relación con el derecho que tienen las empresas proveedoras para cobrar por sus servicios en la forma y plazo previstos por la ley.


Ahora bien, en un estado de normalidad constitucional, nuestra carta fundamental establece que: “Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales” (artículo 19 Nº 24 inciso 2º).


A su vez, en un estado de excepción constitucional, como es el estado de catástrofe, se establece expresamente que: “Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemnizaciones en conformidad a la ley. También darán derecho a indemnización las limitaciones que se impongan al derecho de propiedad cuando importen privación de alguno de sus atributos o facultades esenciales y con ello se cause daño” (artículo 45 inciso 2º).


Así también lo reconoce el artículo 17 de la Ley Nº18.415, Orgánica Constitucional de los Estados de Excepción, que dispone que: “En los casos en que se dispusieren requisiciones de bienes o establecieren limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad, habrá lugar a la indemnización de perjuicios en contra del Fisco, siempre que los mismos sean directos. La interposición de dicha acción no suspenderá, en caso alguno, la respectiva medida”.


Luego, el artículo 19 de la misma ley establece un procedimiento para determinar el monto de la indemnización, señalando que “ El monto de la indemnización y su forma de pago serán determinados de común acuerdo entre la autoridad que ordenó la requisición y el afectado por la medida. Este acuerdo deberá ser, en todo caso, aprobado por la autoridad de Gobierno Interior correspondiente al lugar donde se practicó, dentro del plazo de diez días de adoptado. A falta de acuerdo, el afectado podrá recurrir, dentro del plazo de treinta días, ante el Juez de Letras en lo Civil competente. El Tribunal dará a esta presentación una tramitación incidental, fijando en su sentencia el monto definitivo de la indemnización que corresponda, la que deberá ser pagada en dinero efectivo y al contado”.


Sin embargo, y a pesar de existir disposición legal expresa, los proyectos no consideraban ningún tipo de indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado y que son una causa directa de las requisiciones y limitaciones al dominio que establece en el marco de un estado de excepción constitucional. Más aún, se negaba toda posibilidad de compensación económica al impedir que los costos que una medida tan drástica pueda generar, la cual no puede ser traspasada a tarifas, desconociendo así lo dispuesto en nuestra Carta Fundamental y en la propia Ley Orgánica que regula los Estados de Excepción.


Este problema es aún más delicado, si se considera que muchas de estas empresas corresponden a inversionistas extranjeros sujetos a diversos trabajos de protección de la inversión, incluida la expropiación regulatoria17.


b) LAS MEDIDAS DE PRIVACIÓN DEL DOMINIO EXIGEN DE UNA CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA O INTERÉS NACIONAL


Como hemos visto en el artículo 19 Nº 24 inciso 3º de la Constitución, “Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador”.


Por su parte, el artículo primero de la Ley Nº18.415 refuerza lo anterior, al señalar que “El ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución Política asegura a todas las personas, sólo puede ser afectado en las situaciones en que ésta lo autoriza y siempre que se encuentren vigentes los estados de excepción que ella establece”.


Ahora bien, las iniciativas legales establecieron en algunos casos razones de salud pública, mientras que en otros no dijeron nada al respecto. Es importante tener presente que en Chile no se exige que la ley contenga una expresión de motivos, como tampoco de las razones, fundamentos o motivos que justifican la regulación. Sin embargo, en el caso de privaciones al derecho de propiedad, es necesario una declaratoria de utilidad pública o interés nacional, que requiere de declaración expresa por parte del legislador, cuestión que no sucedía en ninguno de estos proyectos.


Esto puede ser un aspecto formal, pero el hecho de que la ley reconozca estas causales, significa que estamos ante una expropiación que exige, por mandato constitucional, de una indemnización.


c) EL CARÁCTER DESPROPORCIONADO QUE PUEDEN TENER LAS MEDIDAS PROPUESTAS


Como ha ocurrido en otros ordenamientos jurídicos, el principio de proporcionalidad se ha ido consolidando en el Derecho chileno de forma transversal a todas las disciplinas jurídicas, y ha encontrado en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional un reconocimiento consolidado a partir de diversas disposiciones contenidas en la carta fundamental18. En términos generales, este principio se traduce en una prohibición de exceso (übermassverbot) respecto del ejercicio de potestades discrecionales por parte de los poderes públicos, sometiéndose a ciertos límites de razonabilidad.


Este principio encuentra su origen en el Derecho prussiano de policía19, cuando por influencia de la ilustración se rompe con los cánones de la policía clásica y se reconoce una esfera de libertad de los individuos que debe ser respetada por el príncipe, reconociéndoles el derecho a pedir protección judicial cuando la autoridad interviene ilegalmente en su esfera personal20.


En la segunda postguerra, este principio será elevado a nivel constitucional como un límite del ejercicio del poder público por parte de cualquier órgano del Estado, incluido el legislador. De esta forma, comienza la tendencia de fundar la prohibición de exceso en el ejercicio de los poderes públicos en diversos preceptos de la carta constitucional, respecto todo órgano estatal, como resguardo y garantía de los derechos fundamentales, como sucede en Alemania21, Francia22, España y Chile.


En este sentido, el Tribunal Constitucional de Chile ha sostenido que la Constitución no recoge, explícitamente, el principio de proporcionalidad, pero el intérprete constitucional no puede sino reconocer manifestaciones de este principio, que forman parte de una consagración general dentro del ordenamiento jurídico. La doctrina ha estimado que este principio se encuentra integrado dentro de los principios inherentes del Estado de Derecho, de los artículos 6° y 7° de la Constitución, en la prohibición de conductas arbitrarias del artículo 19, numeral 2°, y en la garantía normativa del contenido esencial de los derechos del artículo 19, numeral 26. Asimismo, en el debido proceso y en el reconocimiento de la igual repartición de tributos.


Por su parte, en diversas sentencias del Tribunal Constitucional ha manifestado su existencia a partir de preceptos fundamentales, como es el caso del artículo 18, relativo a la proporcionalidad que ha de existir en el trato igualitario entre candidatos de partidos políticos e independientes. También en el artículo 19 Nº 2, al constituir un criterio para evaluar la diferenciación frente a la igualdad ante la ley. En similar sentido, manifiesta en el artículo 19 Nº 3, en lo que dice relación con el debido proceso en la aplicación proporcional de las sanciones penales, sanciones administrativas y medidas restrictivas. Otra manifestación de este principio se desprende en el artículo 19 Nº 7, en lo referido a los arrestos proporcionales a un objetivo constitucionalmente válido. Asimismo en la proporcionalidad en la determinación de incrementos de los beneficios a los pensionados en la medida que lo expresa el artículo 19 Nº 18. Igualmente en el artículo 19 Nº 20, sobre la proporcionalidad de los tributos. Por último, este principio se evidencia en las limitaciones al derecho de propiedad23.


En general, para determinar si una medida es desproporcionada y, por tanto, inconstitucional, se debe determinar si es necesaria su adopción, si resulta idónea para el fin constitucional que se desea cumplir y si es proporcional en sentido estricto, en relación al derecho fundamental que resultará afectado.


Así, el Tribunal Constitucional para determinar la legitimidad de una limitación, señala que esta debe ser mesurada y razonable, no debe ocasionar daños innecesarios ni imponer un gravamen de magnitud considerable; la medida debe ser proporcionada, no entorpecer gravemente la actividad y no puede desnaturalizar otros bienes jurídicos. Toda limitación debe ser restrictiva y regulada por el legislador en sus elementos esenciales, no convirtiéndose en una privación del dominio24.


En este caso, se aprecia que las medidas contenidas en estos proyectos podían constituir una infracción a un principio constitucional básico de nuestro ordenamiento, como es la igualdad ante las cargas públicas (artículo 19 Nos. 2 y 20 de la Constitución), al imponer un gravamen que puede ser desproporcionado, al afectar significativamente las condiciones que tienen las empresas proveedoras para realizar su actividad, generando un beneficio a favor de toda la comunidad, sin que aquel sea socializado o compartido por todos sus miembros.


6. LA DISCUSIÓN PARLAMENTARIA Y LA LEY Nº 21.249, DEL 8 DE AGOSTO DE 2020


Tal como se ha indicado, las medidas de suspensión en el corte y cobro de servicios básicos se comenzaron a implementar tempranamente a partir del acuerdo alcanzado por el Gobierno y las empresas de servicio. Esta constituye una de las razones para que la tramitación de estas iniciativas parlamentarias no tuvieran cierta urgencia. Sin embargo, al final se alcanzó un acuerdo político que permitió refundir todos estos proyectos en un solo texto, aprobándose la Ley Nº 21.249, publicada el 8 de agosto de 2020, que dispone, de manera excepcional, una serie de medidas en este sentido, en favor de los usuarios finales de servicios sanitarios, electricidad y gas de red.


En este aspecto fue determinante el veto presentado por el Gobierno, haciéndose cargo de las reservas de constitucionalidad que se presentaron durante la tramitación de los proyectos. En tal sentido, es llamativo el fundamento de estas observaciones, al señalar que: “Las observaciones que se proponen al proyecto de ley buscan conciliar, por una parte, el tan necesario apoyo a las familias que se han visto afectadas por la pandemia de COVID-19, con el resguardo de nuestro Estado de Derecho, por otra parte”25. Así, se señaló con toda claridad que “las observaciones que se formulan no vienen a alterar las normas que aseguran el suministro de servicios sanitarios, de electricidad y de gas de red, así como aquellas que permiten enfrentar las dificultades para pagarlos; por el contrario, las hacen compatibles con el ordenamiento institucional que es el que permite, en el tiempo, poner en marcha iniciativas sostenibles para proteger a las personas”26.


Es muy relevante la forma en que se encontró una solución a este problema, pues se reconoció que las cargas públicas que se estaban imponiendo requerían necesariamente del acuerdo de las empresas afectadas, dentro del ánimo de contribuir para enfrentar los problemas que estaba generando la pandemia en el orden social y económico. Así, se dirá que: “… por la vía de alcanzar acuerdos con las empresas podían implementarse con prontitud los beneficios señalados y, así, contribuir a aliviar la situación económica que afecta a muchas familias, con la mayor celeridad posible. Además, al estar establecidos en una ley, las medidas contempladas en los acuerdos implican cargas públicas y limitaciones al derecho de propiedad, con diversas implicancias jurídicas. De esta manera, era menester contar con la colaboración y aceptación de las empresas para, así, no vulnerar el Estado de Derecho. Esto último es de gran relevancia, no sólo porque es esencial su mantención para el debido funcionamiento de nuestra sociedad, sino que además, para evitar eventuales conflictos judiciales con el Estado tanto en sede nacional como internacional, siendo deber del Gobierno cautelar el patrimonio fiscal que, en definitiva, es de todos los chilenos”27.


En definitiva, se logró asegurar la protección de sectores de mayor vulnerabilidad social y, al mismo tiempo, evitar las contingencias frente a una eventual demanda al Estado por una expropiación regulatoria28.


7. CONCLUSIONES


El gran desafío que ha plantado la pandemia en Chile, como en otros lugares del mundo, ha sido la búsqueda de soluciones eficaces y eficientes a los ingentes problemas sociales y económicos. En tal sentido, la necesidad de alcanzar dicho objetivo puede dar lugar a diversas herramientas regulatorias, una de las cuales es encontrar acuerdos con las empresas del sector, lo cual ofrece ventajas significativas.


En este caso, aquello queda en evidencia en estos acuerdos que permitieron, en el caso de Chile, implementar las medidas de suspensión de cortes y cobro de estos servicios al inicio de la pandemia (marzo de 2020), mientras que las iniciativas legales solo lograron fructificar cinco meses después (agosto de 2020), confirmando en buena parte varios de los puntos que ya estaban siendo implementados en el marco del acuerdo entre el Gobierno y las empresas de servicios.


Por otra parte, estos acuerdos también permiten reconocer la existencia de una carga pública, pero eliminando las contingencias que pueden derivar de posibles indemnizaciones por expropiación regulatoria, más aún si se trata de inversionistas extranjeros que se encuentran amparados por tratados internacionales que les dan protección a sus inversiones.


En definitiva, la implementación de un sistema como el que se ha explicado para proteger a las personas y familia más vulnerables, ha encontrado un sector empresarial maduro dispuesto a asumir determinados costos, dado la situación de excepción, asegurando al mismo tiempo la viabilidad de una actividad que es capital en la sustentabilidad económica de un país.
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Principio precautorio en tiempos del COVID-19: del manejo anticipativo del riesgo





«Le principe de précaution fait partie des grands mythes: mystérieux, inquiétant, expression de l´utopie de la domination des risques, symbole de la volonté des hommes de maitriser les aléas de la nature. Il est devenu le cheval de bataille de ceux qui, de bonne ou de mauvaise foi, sont hostiles à la prise en compte de l´environnement craignant que ce dernier ne devienne un obstacle aux progrès illimités et aussi aux profits sans limites».


Michel PRIEUR


PALABRAS CLAVE


Principio precautorio, vacunación, riesgo, indemnidad.


INTRODUCCIÓN


La pandemia que ha azotado al mundo entero ha venido a socavar la “normalidad” con que se maneja la humanidad, representará, sin duda, un punto de inflexión en múltiples ámbitos. Uno de ellos, a mi juicio, el de la regulación sanitaria.


La usual forma en que se regula la fabricación de los medicamentos y de vacunas ha debido ajustarse urbi et orbe para responder a las exigencias de un sistema sanitario sometido a un estrés extremo, llevándolo en muchos casos al colapso.


Las medidas de excepción, por ello, sea ex ante o ex post, han de ser consideradas para enfrentar este evento extraordinario y sin precedentes. Algunos ordenamientos jurídicos ya estaban preparados para ello, los más desarrollados, claro está. Otros, la mayoría, no lo estaban, si bien se han visto parcialmente beneficiados de las medidas normativas anticipatorias previstas, por ejemplo, en el caso estadounidense.


Esta contribución intentará exponer esas medidas, las cuales se estima están fundadas en un abordaje anticipativo; es decir, que va más allá del abordaje meramente curativo o preventivo, en suma, basado en el principio precautorio que induce a la toma de medidas frente a riesgos con alcances parcialmente conocidos producto de la limitación del conocimiento científico.


Se expondrán, por ello, las características del principio precautorio (I), las características de lo que este estudio estima es una regulación sanitaria anticipativa, fundada en dicho principio jurídico (II).


I. EL PRINCIPIO PRECAUTORIO


No en vano, según lo señala la doctrina (De Saadeler, 2001), el principio precautorio ha logrado atraer la atención a tal grado, que opaca los restantes principios del Derecho Ambiental.


Tal preponderancia, se ve reflejada no solo en la enorme atracción que ha ocasionado en la doctrina jurídica, económica, científica y filosófica, sino además en su masiva acogida en la normativa internacional y doméstica, suceso que da inicio desde la década de los ochenta del Siglo XX.


Un estudio doctrinal pormenorizado (Milano, 2005), permite concluir con claridad que el principio precautorio es el producto de un ajuste del sistema jurídico con relación al entorno socioeconómico postmoderno.


Se habla actualmente con cierta insistencia, de «la sociedad del riesgo’’ (Beck, citado por Esteve Pardo, 2003), concepción de la cual han derivado nociones tales como el risk management que ocupa, hoy día, un campo especial en el mundo de lo público y lo privado.
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